
DE LOS DIPUTADOS PAZ GUTIÉRREZ CORTINA Y CARLOS ALBERTO PÉREZ CUEVAS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, LA QUE CONTIENE PROYECTO DE DECRETO QUE 

REFORMA DEL ARTÍCULO 3° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

PROYECTO PARA INICIATIVA DE REFORMA DEL ARTÍCULO 3° DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS QUE ADICIONA EL DERECHO DE LOS 
PADRES A DECIDIR SOBRE LA EDUCACIÓN DE SUS HIJAS E HIJOS, SUSCRITA POR LA 
DIPUTADA PAZ GUTIÉRREZ CORTINA Y EL DIPUTADO CARLOS ALBERTO PÉREZ CUEVAS 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos estable en su artículo 26, el derecho que tienen los padres 
de familia a decidir sobre la educación que sus hijas e hijos reciban, “Los padres tendrán derecho preferente a 

escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos”.  

El derecho humano a la educación, tiene la particularidad de contar con dos sujetos pasivos u obligados a 
otorgar una educación adecuada al sujeto activo, titular del derecho. Por un lado se encuentran los padres de 
familia o tutores, que gozan de un derecho-obligación preferente por razones naturales de filiación; por su parte 
el gobierno, tiene la obligación de establecer las condiciones necesarias para proveer una educación de calidad, 
sin perjuicio del derecho preferente de los padres.  

Siendo los padres o tutores los primeros responsables de la educación de sus hijos o pupilos, de ellos se espera 
les inculquen los principios e ideales que consideren convenientes para su formación y sano desarrollo, a través 
de sus enseñanzas y ejemplo.  

Ésta obligación supone reconocer a los padres de familia o tutores, el derecho a decidir sobre el tipo de 
educación que quieren que reciban sus hijas e hijos,  derecho-obligación que no se limita a que asistan a la 
escuela, sino que implica en primer término, su participación activa en la formación del menor.  

La titularidad de los padres a decidir y participar en la educación de sus hijos, no significa que ellos deban estar 
a cargo de todas las tareas educativas. Atendiendo a las limitaciones de la familia respecto de las posibilidades 
de cumplir con esta obligación, la delega en escuelas o centros educativos, los cuales, deben garantizar que la 
educación que los padres les confían, cumpla con los objetivos específicos de la educación. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como  las leyes del ámbito federal y local, 
establecen disposiciones de las cuales emana, la necesidad, de incluir de manera expresa en nuestra Carta 
Magna, el derecho inalienable que tienen las madres y los padres de familia a decidir sobre el tipo de educación 
que, en base a sus principios éticos y convicciones, consideren más apropiada para sus hijos.  

El artículo 3° constitucional establece el derecho de todo ciudadano mexicano a recibir una educación que 
desarrolle de manera armónica todas las facultades del ser humano. De lo anterior se desprende la importancia 
de que la educación que imparta el Estado sea integral y armoniosa, por lo que sería inconstitucional, violatorio 
del derecho fundamental a la educación, la existencia de un dualismo antagónico entre la educación que se 
imparte en la escuela, y la que le otorgan los padres de familia en el hogar. Siendo los padres de familia titulares 
del derecho a la educación de sus hijos, tienen la obligación de vigilar su formación integral, en congruencia con 
los fines educativos que persiguen. 

Así mismo, el artículo 3º, establece que la educación impartida por el Estado debe ser laica, lo que significa que 
ha de mantenerse al margen de toda creencia religiosa, respetando las convicciones de los estudiantes y 
promoviendo en todo momento una formación humana integral, libre de toda pretensión de adoctrinamiento 
ideológico.  



 

Por su parte, el artículo 24 de nuestra Constitución prevé el derecho de todo ciudadano a elegir y profesar el 
culto religioso que más le agrade, o a no profesar ninguno. El derecho de profesar la religión elegida, se 
concreta en enseñarla y promoverla, lo que implica que los padres de familia tengan el derecho de instruir a sus 
hijos en la religión de su convicción.  

México ha suscrito expresamente el derecho prioritario de los padres a elegir la educación de sus hijos  en varios 
tratados internacionales, los cuales tiene la obligación de cumplir en apego al artículo 133 constitucional, así 
como por el compromiso establecido en el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados.  

Algunos de éstos tratados son: la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 26 párrafo 3) [1], el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 13.3) [2] la Convención relativa a 
la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza (artículo 5, b) [3], la Convención Internacional 
de los Derechos de los Niños (artículo 18) [4], y la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos 
(artículo 12. 4) [5]. 

El derecho comparado nos muestra que en diferentes países de América Latina el derecho que tienen los padres 
de familia de educar a sus hijos, la libertad de la que gozan para elegir el tipo de educación que desean para 
ellos y su participación activa en la educación son derechos constitucionalmente reconocidos. Podemos 
constatar que 9 de 20 países de Iberoamérica (Colombia, Chile, Salvador, Ecuador, Guatemala, Hondura, 
Panamá,  Perú y Uruguay)  han establecido en sus constituciones el derecho de los padres a elegir la educación 
que más les convenga a sus hijos conforme a sus convicciones y principios.  

El Código Civil Federal establece ciertas obligaciones de aquellos que ejercen la patria potestad, entre las que se 
encuentran la obligación de la guarda y educación del menor (artículo 413). Así como “…la obligación de 
educarlo convenientemente” (artículo 422). Entendiendo por “convenientemente”, lo que, quienes ejercen la 
patria potestad, consideren bueno para su desarrollo y bienestar. Asimismo, el artículo 423 establece que quien 
ejerce la patria potestad, tienen la facultad de corregir al menor, y establece una carga al padre o tutor de ser 
ejemplo de comportamiento para el hijo o pupilo.  

Ley General de Educación establece la obligación que tienen los padres de apoyar el proceso educativo de sus 
hijos (artículo 66 fracción II), también se establece la obligación de los padres a colaborar con las autoridades 
escolares para la superación de los educandos y la facultad para proponer las medidas que estimen conducentes 
para alcanzar los objetivos para una educación de calidad (artículo 65 fracción III). En el mismo sentido, el 
artículo 49 manifiesta la importancia de la intervención de los padres en la educación de los hijos.  

Por lo expresado anteriormente, la inclusión del  derecho de los padres a decidir sobre la educación de sus hijos 
en el artículo 3º constitucional, traerá grandes beneficios a la calidad de la educación en México en virtud de 
que ayudará a la  sensibilización de los padres sobre su condición de sujetos obligados a participar en la 
educación de sus hijos e hijas, pues además de promover la asistencia de los menores a la escuela, los padres 
serán conscientes de su responsabilidad de formar a sus hijos en ámbitos en los que normalmente el Estado no 
tiene la capacidad de llegar, como es la formación en valores, indispensable en todo ciudadano. La modificación 
propuesta en la presente iniciativa, también fortalece la democracia y el Estado de Derecho, pues refuerza la 
integración familiar, lo cual repercute en una sociedad más sana; promueve la libertad de pensamiento, 
posibilitando una sociedad más libre y plural; contribuye a la actualización de las leyes mexicanas con los 
tratados internacionales que se ha comprometido cumplir; y ayuda a una mayor integración entre la educación 
que las niñas y niños reciben en la escuela y la que recibe en casa, de manera que sea complementaria y 
coherente.  



En conclusión, el Estado mexicano debe cumplir con su obligación subsidiaria de proporcionar educación a los 
niños y jóvenes en edad escolar,  ya que no se puede sustituir el papel originario y primordial que tienen los 
padres de familia a educar a sus hijos, de decidir el tipo de educación que desean, y de participar activamente en 
su formación integral.  

En este orden de ideas, se pretende que entre los padres de familia y el Estado, a través de las autoridades 
competentes, se establezca una estrecha y armónica colaboración en la labor educativa, y que la pluralidad y 
diversidad de pensamiento de los mexicanos, no sea motivo de exclusión o discriminación. 

En base a lo anteriormente expuesto, y dado que éste derecho humano no se encuentra establecido de manera 
explícita en nuestra Carta Magna, la presente iniciativa propone que:   

Artículo único. Se adiciona un párrafo al artículo 3º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 3°… 

Los padres de familia tienen el derecho de decidir sobre la educación de sus hijas e hijos menores de 
edad, en base a sus principios éticos y convicciones. 

… 

I. a  VIII. 

TRANSITORIO 

Artículo único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro a 15 de junio de 2010. 

Dip. Paz Gutiérrez Cortina (rúbrica) 

Dip. Carlos Alberto Pérez Cuevas (Rúbrica)  

[1] Artículo 26, párrafo tercero.- Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que 

habrá de darse a sus hijos. 

[2]  Artículo 13.3.-Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres 

y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las 

autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe 

en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de 

acuerdo con sus propias convicciones. 

[3] Artículo 5 b).- En que debe respetarse la libertad de los padres o, en su caso, de los tutores legales, 1.° de 

elegir para sus hijos establecimientos de enseñanza que no sean los mantenidos por los poderes públicos, pero 

que respeten las normas mínimas que puedan fijar o aprobar las autoridades competentes, y 2.° de dar a sus 

hijos, según las modalidades de aplicación que determine la legislación de cada Estado, la educación religiosa 

y moral conforme a sus propias convicciones; en que, además, no debe obligarse a ningún individuo o grupo a 

recibir una instrucción religiosa incompatible con sus convicciones; 



[4] Artículo 18.- Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio 

de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. 

Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y 

el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 

[5] Artículo 12.4.- Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la 

educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
 


